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C O M E N TARIO EDITO R I A L
Dos miradas sobre las reglamentaciones para la prevención del alcoholismo

El alcohol etílico es la droga psicoactiva más utilizada en todo el
mu n d o. El abuso en su consumo ha adquirido proporciones ma-
s i vas y se encuentra asociado a una constelación de consecuen-
cias adve r s a s, de las cuales la enfe rmedad alcohólica constituye
sólo una pequeña part e. Como lo ha expresado la Organización
Mundial de la Salud, no existen dudas acerca de la necesidad im-
p e riosa de implementar medidas efe c t i vas de contención social al
r e s p e c t o.
A h o ra bien, no debe escapar al análisis de la problemática que
nos ocupa la necesidad de discriminar la efectividad de las posi-
bles medidas a adoptar y sus destinatari o s, resultando apropiado
d i ferenciar claramente la operatividad del tan mentado "Derecho
a la Salud" y la aplicación de restricciones al ejercicio de dere-
chos básicos del hombre, discriminando a sus destinatarios entre
menores y adultos.

DERECHO A LA SALUD: MEDIDAS POSIBLES DE ADOPCIÓN

El derecho a la salud es un derecho humano reconocido por nu-
merosos Tratados Inter n a c i o n a l e s, por la Constitución Nacional y
por las prov i n c i a l e s.
Toda fo rmulación legal adquiere sentido funcional siempre que se
encuentren dadas las condiciones adecuadas para su desen-
vo l v i m i e n t o.La vigencia de los derechos que protegen a la salud
se sostiene, básicamente, en la mayor conciencia cívica sobre los
derechos de las personas.
Este "Derecho a la Salud" es entendido en diversos sentidos, to-
dos y cada uno de los cuales lo integra n . Cuando hablamos del
derecho a la salud como "bienestar" se vislumbra la responsabi-
lidad del Estado de asegura rlo acorde a un concepto integra d o
por la alimentación, el ve s t i d o, las posibilidades de desarrollo, la
educación y la justicia1. Entendiendo el derecho a la salud como
"derecho a educación del usuario y participación de la comu n i d a d " ,
nos refe rimos a la potestad del Estado de asegurar el efe c t i vo ejer-
cicio del derecho de los consumidores y usuarios de bienes y ser-
v i c i o s, en la relación de consumo, a la protección de su salud, se-
g u ridad e intereses económicos, a una info rmación adecuada y
ve raz, a la libertad de elección y a condiciones de trato equitati-
vo y digno.En este sentido, las autoridades estatales deben prove e r
procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflic-
t o s2.
Final y especialmente, integramos el derecho a la salud entendi-
do como "promoción y preve n c i ó n " .
El derecho a la salud ha sido reconocido por los tratados de dere-
cho internacional firmados por la Argentina, cuya jerarquía supe-
rior a las leyes les ha sido otorgada por la refo rma Constitucional
de 1994. Argentina, como Estado parte integrante del Pacto In-

t e rnacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales y
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hom-
b r e, se ha comprometido a adoptar medidas a fin de asegurar la
plena efectividad de este derecho, garantizando la reducción de
la mortalidad infantil y el sano desarrollo de los niños, el mejo-
ramiento de la higiene del trabajo y del medio ambiente, la pre-
vención y el tratamiento de las enfe rmedades epidémicas, endémi-
c a s, profesionales y de otra índole y la creación de condiciones
que aseguren a todos sus habitantes asistencia médica y serv i-
cios médicos en caso de enfe rm e d a d3,4.
Por lo tanto no existen dudas acerca de la existencia de la potes-
tad del Estado de adoptar las medidas necesarias para gara n t i z a r
el derecho a la salud, incluyendo en este concepto la preve n c i ó n
y lucha contra el consumo ex c e s i vo de alcohol.

MEDIDAS ADOPTADAS POR EL ESTADO EN LA REPÚBLICA
ARGENTINA

El marco legal que en nuestro país pretende regular el consumo
de bebidas alcohólicas, como parte del cumplimiento de su
o bligación de garantizar el derecho a la salud de sus habitantes,
se integra fundamentalmente por la Ley Nacional de Lucha con-
t ra el Alcoholismo (24.788/97). Esta ley prohibe la venta de be-
bidas alcohólicas a menores de dieciocho años de edad, el con-
sumo de bebidas alcohólicas en la vía pública y sitios de concu-
rrencia masiva (exceptuando determinados lugares y en determ i-
nados hora rios), la publicidad o incentivo de consumo de bebidas
alcohólicas dirigidas a o en las que se utilicen menores de diecio-
cho años o que sugieran un mejor rendimiento en algún aspecto
del desarrollo humano, etc., creando, asimismo, el Programa Na-
cional de Prevención y lucha contra el Consumo Excesivo de Al-
cohol 5.
Pretendiendo garantizar una ciudad ordenada y segura y puntua-
lizando en la "Salud Pública" como bien jurídico protegido, el jefe
de gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha firm a d o
el 2 de diciembre de 2003 el Decreto 03/2003 de "necesidad y ur-
gencia", que limita el expendio de alcohol entre las 23 y las 8 ho-
ras en los locales habilitados para su venta y consumo fuera del
e s t a blecimiento (almacenes y supermercados) y prohibiendo la
venta de alcohol en quioscos y locales destinados a prestar ser-
vicios a automov i l i s t a s6.
Quedan exceptuados de esta prohibición los locales habilitados
p a ra el consumo en su interior y aquellos que prestan servicio de
entrega a domicilio.
La salud pública y más precisamente su garantía, constituye un
presupuesto fundamental para una vida humana digna, así como
p a ra el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales, en
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la medida en que se refiere a un presupuesto aún más elemental
y básico:la salud individual.
En consecuencia, además de concretar el contenido de la salud
p ú blica, es necesario articular correctamente las relaciones entre
la salud pública y la salud individual, ello implica interpretar que
este bien jurídico colectivo, que merece ser objeto de protección
r e s t ri c t i va, tiene como principal característica la de ser comple-
m e n t a rio del bien jurídico individual, circunstancia que no com-
promete su autonomía ni supone que sea la salud individual su
c ri t e rio rector. A h o ra bien, lo que parece no estar claramente de-
l i m i t a d o, en la norm a t i va Nacional y de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, es la determinación del bien jurídico rector, a sim-
ple vista podíamos decir que es "la salud pública", pero cuando se
hace un análisis más detallado de la norm a t i va antes menciona-
da nos encontramos que este concepto deviene en abstracto y se
anteponen otros bienes jurídicos como "la seguridad pública" y "la
salud individual" de fo rma muy par t i c u l a r.Cabe aclarar que el re-
conocimiento constitucional de los intereses colectivos como mere-
cedores de protección no necesariamente implica que esta pro-
tección deba realizarse, y sea efe c t i vo hacerl o, mediante norm a s
jurídicas sancionatori a s, en el caso que nos ocupa la imposición
de multas y/o clausuras de comercios.

Respecto de la existencia de este tipo de norm a t i va, podemos en-
c o n t ra rnos con distintos argumentos que justifican que el Estado
pretenda asegurar bienes jurídicamente protegidos, como "el dere-
cho a la salud", mediante legislación de tipo restr i c t i va, reem-
plazando acciones de contención, educación y fomento del desa-
rrollo social que, en definitiva, fo rman parte de sus obl i g a c i o n e s.
En este sentido se presentan tres tipos de argumentos.El menos
expuesto sostiene la intervención sancionatoria del Estado sobre
la base que la mera autodegradación moral que el consumo ex-
c e s i vo de alcohol provoca, constituye una razón suficiente para
que el derecho interfiera con ese consumo. Un segundo cri t e ri o
de justificación, que podría llamarse de "raíz paternalista" afirm a
que es legítimo desalentar, por medio de prohibiciones, el con-
sumo ex c e s i vo de sustancias psicoactiva s, como el alcohol, con
el fin de proteger a los consumidores potenciales contra daños físi-
cos y psíquicos que se autoinfringirían si se conv i rt i e ran en de-
p e n d i e n t e s. Una ley "paternalista" se traduce en una norma di-
rigida a proteger los intereses de cierta gente contra la vo l u n t a d
de los mismos titulares de esos intereses.Por último, nos encon-
t ramos frente al característico argumento de la "defensa social",
que se configura como uno de los justificativos más comunes y
p e r s u a s i vos a la hora de reemplazar las políticas positivas de un
Estado por normas sancionatori a s, dadas las consecuencias per-
niciosas que para la vida social tiene el consumo ex c e s i vo de al-
c o h o l . Sin embargo, difícilmente pueda pensarse en la ex i s t e n c i a
de una conducta de un individuo que no pueda llegar a afectar más
o menos los intereses de otros.Frente a esta realidad alguien po-
dría afirmar que la distinción que hace nu e s t ra propia Constitución
Nacional (artículo 19) entre "acciones pri vadas" y que ofenden a
la moral pública (porque perjudican a terceros) es insostenibl e ;e s-
to significaría que no hay lugar para la libertad personal que re-
conoce nu e s t ra Ley Suprema de la Nación.Similares argumentos
e n c o n t ramos en esta doctrina respecto de la punición a la tenen-
cia de estupefacientes para consumo personal, argumento de-
venido abstra c t o, en estos tiempos, respecto de esta última acción
p ri va d a7-10.

A los fines de concluir con la discriminación de las posibles políti-
cas estatales para la erradicación del alcoholismo, resta recordar,
y parece hasta necesario hacerl o, que el alcohol no produce vio-

lencia en sí, las violencias son parte de las simbolizaciones, ex-
p e c t a t i vas y funciones que cada sociedad le otorga. Las drogas
son, en cada sociedad, aquello que los conjuntos sociales hacen
con ellas. Por ello, esta complejidad del fenómeno del alcoholis-
mo se puede atacar desde va rios lados: en las representaciones
s o c i a l e s, en sus relaciones sociales, culturales y de género.Te-
niendo en cuenta que el empeoramiento de esta situación deno-
ta claramente que la norm a t i va restr i c t i va no sólo no disminuyó el
consumo de alcohol, sino que desconoció otras medidas que po-
drían disminu i rl o, como la restricción publ i c i t a ria equilibrada con
la educación sanitaria y la contención social, se torna imprescindibl e
actuar consecuentemente al concepto de alcoholismo como en-
fe rmedad social, brindando herramientas para la autodeterm i n a c i ó n
del individuo que los aparte de la exclusión sistemática de su de-
sarrollo personal y colectivo, puntualizando en fo rma profunda so-
bre la fo rmación de nuestros menores y adolescentes.
No podemos olvidar que este tipo de enfe rm e d a d e s, como el al-
c o h o l i s m o, tienen un patrón cultural y hasta económico determ i-
n a n t e, que ex p e rimentan hoy día la velocidad de los cambios prove-
nientes de las nu evas condiciones sociales, asistiendo a una ten-
dencia que paulatinamente defo rma la idea ori g i n a l . La bebida co-
mo hecho social retrocede cada vez más como utilización básica-
mente fa rm a c o l ó g i c a . No es de sorp r e n d e r, entonces, la pre-
sentación creciente del uso de otras sustancias psicoactivas jun-
to con el alcohol8.
Por ello, no pretendamos sanear sólo una de las manife s t a c i o n e s
de la falta de garantía del derecho a la salud como concepto inte-
gral, mediante normas restri c t i vas que pretenden suplir, con pro-
h i b i c i o n e s, la fo rmación integral, la contención social, la preve n-
ción efe c t i va y la educación, que no son otra cosa que la satis-
facción de las necesidades básicas de los individuos.
Es entonces, una vez más, donde no cabe el tratamiento de nor-
m a t i vas sancionatorias y mucho menos del poder de policía que
debe ejercer el Estado para asegurar el cumplimiento de dichas
n o rm a s, debiendo, por el contra ri o, arbitrar los medios necesari o s
p a ra que las prohibiciones dirigidas a quienes se pretende prote-
ger y que claramente lesionan derechos básicos como la autode-
t e rminación, el ejercicio de la libertad y la intimidad, sean reem-
plazadas por la educación y por reales políticas de prevención de
este tipo de enfe rm e d a d e s, abandonando de una vez por todas
las políticas legislativas paternalistas que, impidiendo el desarro-
llo integral del individuo so pretexto de "protegerlo", violentan clara-
mente los derechos protegidos por la norm a t i va nacional e inter-
nacional ubicada en la cúspide de nuestro ordenamiento jurídico.
Es de considerarse muy especialmente la necesidad de imple-
mentar políticas de asistencia, de prevención e inserción en todo
estado que pretenda autodenominarse "Estado de Derecho", donde
debe existir un respeto estricto de las garantías constitucionales
v i g e n t e s, determinando claramente cuáles son los bienes jurídi-
cos que el Estado debe proteger, cuáles son sus modos de pro-
tección, limitándose a hacer una intervención mediante leyes pro-
h i b i t i vas y más aún punitivas en el uso estrictamente necesario de
este tipo de norm a t i va s, es decir de mínima interve n c i ó n .
Sin duda la implementación de un derecho restri c t i vo no es la cu-
ra al flagelo del alcoholismo, como no lo fue el derecho penal a la
drogadicción, atreviéndome a decir que este tipo de políticas le-
g i s l a t i vas favorece que las adicciones permanezcan en el anoni-
mato y obstaculizan el tratamiento de quienes tengan la vo l u n t a d
de recupera r s e, estigmatizando la enfe rm e d a d .
Quizás no sea el momento propicio para la aplicación profunda de
políticas preve n t i va s, de asistencia e inserción sociales, pero po-
dría comenzarse por aplicarse los principios constitucionales que
nos rigen y tal vez, en ese camino de transición, encontrar op-
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ciones menos lesivas a los principios rectores del ordenamiento
j u r í d i c o, que al mismo tiempo constituyan políticas estatales real-
mente efe c t i va s.
Pa ra todo, existe un camino largo y un camino cort o.El intento de
r e s o l ver este tipo de problemas mediante las restricciones es el
camino corto que, casi obl i g a d a m e n t e, nos dirige al fra c a s o, te-
niendo en cuenta que viene a pretender suplir las falencias de un
sistema que no garantiza el pleno ejercicio de los derechos a la
salud, a la autodeterminación y al desarrollo integral del individuo.

MENORES: PROYECTOS EDUCATIVOS

C e n t ralizar la protección de los menores utilizando un elemento
simplista e insuficiente, como lo es la prohibición de la venta de
bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años, implica no só-
lo la falta de cumplimiento por parte del Estado de las obl i g a c i o n e s
c o n t raídas en el ámbito del derecho internacional, impuestas por
nu e s t ra propia Constitución Nacional, sino un grave ocultamiento
de dichas omisiones y de la negligencia con que se asume dicha
r e s p o n s a b i l i d a d .
En este sentido, es conve n i e n t e, y hasta necesari o, analizar con
real conciencia y en fo rma global, la norm a t i va interna que nos r i g e
y la situación social existente respecto de los menores y el con-
sumo de alcohol.
Toda norma tiene, además de una finalidad concreta, una moti-
vación que denota circunstancias sociales determinantes de la
necesidad de su ex i s t e n c i a .
A simple vista, y sin realizar mayor análisis de las circunstancias
i m p e rantes al momento del dictado de las norm a s, podría soste-
nerse que la prohibición de vender bebidas alcohólicas a menores
de edad constituye una clara y concreta medida de protección de
la "salud de nuestros niños", sin embargo, y en tanto se pretenda
en fo rma real y efe c t i va garantizar el derecho de los menores a
una vida sana, resulta fundamental comenzar por asegurar que
dicha norm a t i va no sea imprescindible a la hora de salva g u a r d a r
a nuestros niños del consumo de alcohol, y, en su caso, tomar me-
didas menos vulnera bl e s, esto es, que tengan un grado de efe c-
tividad e inviolabilidad determinado por la importancia del bien ju-
rídico que intenta preserva r.
Si la creencia es garantizar que los menores de edad no consuman
bebidas con contenido alcohólico, mediante la interposición de ob-
stáculos para que las adquieran, como la prohibición de su ve n t a ,
sería conveniente determinar con plena certeza cuáles son los lu-
gares de principal abastecimiento, disponiendo mecanismos efe c-
t i vos para que la norma sea cumplida y considerando que la san-
ción sea aplicable en fo rma ex t e n s i va a los responsables del menor
( p a d r e s, tutores o guardadores). Ello teniendo en cuenta que las

posibilidades reales con que cuentan los menores, a la hora de te-
ner a su alcance bebidas con contenido alcohólico, no se limitan a
la adquisición comercial en fo rma personal; menos aún podría
creerse que las mismas se circunscriben sólo a los comercios que
se encuentran dentro de los radios alcanzados por las inspecciones
e s t a t a l e s.
Si, en cambio, se sostiene que la real solución radica en la fo rm a-
ción básica de los menores y sus responsabl e s, mediante la pro-
visión de info rmación clara y precisa sobre el tema, se torna nece-
s a rio establecer los medios básicos para encarar una política pre-
ve n t i va efe c t i va .
En este último sentido, las políticas sobre el alcohol dirigidas a los
menores deberían fo rmar parte de una respuesta social más am-
plia, ya que el consumo de alcohol entre los jóve n e s, en gran me-
dida, refleja las actitudes y prácticas de la sociedad adulta.
A tales efe c t o s, el Estado debería promover la reflexión sobre los
factores sociales que inciden en fo rma decisiva y constituyen el
c o n t exto de los procesos de salud-enfe rmedad, sobre todo cuan-
do se trata de un grupo de riesgo como los adolescentes.
Estos factores se integran fundamentalmente por las Instituciones
E d u c a t i va s. E l l o, por cuanto constituyen el ámbito en el que los
menores permanecen o deberían hacerlo cotidianamente un tiem-
po considera bl e, por lo que deben funcionar, a través del tra b a j o
d o c e n t e, como un medio creador de condiciones de las que resulte
un contexto saludable y, consecuentemente, protector de conduc-
tas de r i e s g o11.
A h o ra bien, existe para ello la necesidad de una capacitación do-
cente adecuada para encarar las tareas que implican un proceso
global de fo rmación del individuo sin limitarse a la mera tra n s m i s i ó n
de info rmación, poniendo énfasis en actividades orientadas a con-
fo rmar el desarrollo de una postura crítica de los menores frente
al consumo ex c e s i vo de alcohol, respecto de la presión ejercida
por sus pares hacia el consumo, de la influencia de los medios de
c o municación y de la estigmatización del alcohólico.
Estas condiciones deben lograrse mediante conductas positivas y
d u ra d e ra s, tomando como eje fundamental la responsabilidad y la
protección, ya que sin ellas se corre el riesgo de simplificar pro-
blemáticas de esta enve r g a d u ra y de encontrarse en situaciones
de emergencia que obliguen a recurrir a soluciones superficiales
y prov i s o ri a s.
Tal como lo ha postulado la Organización Mundial de la Salud, den-
tro de los principios básicos de su constitución, "La salud es un es-
tado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente
la ausencia de afecciones o enfe rm e d a d e s. " . Ello implica correrse
del modelo que postula estrictamente un sentido bio–médico, para
c o n s i d e rar las influencias sociales, económicas y culturales que
condicionan la salud y la conducta vinculada con su protección9.

Dra. Mariana Chávez [ A b o g a d a . Patrocinio Jurídico Gra t u i t o.Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires ]
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Se ha generado un gran debate en torno a la decisión del gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires (ver artículo anterior), en part e
por el temor de que estas medidas no sean exitosas (es de públ i-
co conocimiento que en nuestros países, el cumplimiento de este
tipo de legislación suele ser pobre ) y en parte porque éstas afe c t a n
los intereses de las personas y empresas que lucran con la ve n t a
de alcohol, que en algunos quioscos representa entre el 35 y el
40% del volumen de sus ve n t a s.

EL PROBLEMA EN EL MUNDO Y EN ARGENTINA

Asumiendo un importante subdiagnóstico, la prevalencia mu n d i a l
de alcoholismo se estima entre 12 y 15%.La dependencia a alco-
hol y otras drogas sería responsable de más del 30% de la dis-
capacidad neuropsiquiátrica en hombres y del 7% en mu j e r e s, con
el 1,5% de las mu e rtes atri bu i bles a su consumo. Datos argenti-
nos de 1999  han documentado una prevalencia de problemas con
el alcohol de 12% y por otro lado, se estima que por cada paciente
alcohólico hay tres o cuatro familiares que sufren las consecuen-
cias de la enfe rmedad, cerca de ocho millones de personas en Ar-
g e n t i n a5.

Datos de la provincia de Buenos Aires indican que el 78% de los
adolescentes varones y el 52% de las mujeres beben alcohol con
r e g u l a ridad, mientras que un info rme del SEDRONAR de 1999 re-
vela que el 11% de las personas había abusado del alcohol* du-
rante los 30 días previos a la encuesta y el 7% había presentado
síntomas de abstinencia en el último año (similares guarismos a
los de Brasil ).

Es destacable el incremento del consumo en las nu evas genera-
ciones de mu j e r e s3, que suelen comenzar por bebidas de baja gra-
duación alcohólica y/o de sabores frutados o aromáticos5 ( e j .c e rve z a
o vinos blancos gasificados).

Al igual que en la mayoría de los países occidentales, en Argenti-
na, el consumo de alcohol está ampliamente difundido y cultura l-
mente perm i t i d o. Hasta la década del ochenta era aceptado su
consumo en fo rma moderada dentro del ambiente fa m i l i a r, pero no
e ra bien vista la ingesta ex c e s i va . Este patrón, culturalmente se-
mejante al de los países mediterráneos5, implica sólo tenues efe c-
tos psicoactivo s.Esta situación ha ido cambiando para conve rt i r s e
en un consumo cada vez más precoz, dañino y ri e s g o s o, que tiende
a parecerse cada vez más al patrón observado en otros países
l a t i n o a m e ri c a n o s2 , 5 donde también se tolera socialmente la em-
b ri a g u e z . El consumo regular y cotidiano del vino de mesa cedió
el paso a consumos episódicos con ingesta ex c e s i va, especial-
mente en adolescentes, a quienes se ha "convencido" que para
d i ve rtirse hay que estar bajo los efectos de alguna sustancia10.

Desde 1980 la cerveza se impuso como la principal bebida con-
sumida por los jóve n e s, cuadruplicándose el consumo nacional por
h a b i t a n t e7.Los jóvenes ingieren alcohol, fundamentalmente en bu s-
ca de su efecto sobre el estado de ánimo, la percepción y/o el com-
p o rt a m i e n t o, reforzando la bebida la búsqueda deliberada y gru-
pal del descontrol y asociándose al uso de otras sustancias3.

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE REGULACIONES PA R A
DESINCENTIVAR EL CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

A principios del siglo XIX, en pleno auge de la Revolución Indus-
t rial y en fo rma consecuente con el patrón de consumo masivo que
comienza a imperar en esos tiempos, empieza a ser reconocido
en el mundo occidental el alcoholismo crónico como un probl e m a
de salud púb l i c a . Aparecen en Francia las "Ligas Anti-alcohólicas"
y los movimientos para la rehabilitación de los bebedores5.

Si bien, consideramos que la prevención de los problemas rela-
cionados con el alcohol, requiere la implementación de estra t e g i a s
globales tra n s d i s c i p l i n a ri a s, tra n s j u risdiccionales y que cuenten
con el apoyo y el compromiso de la comunidad y sus manife s t a-
ciones organizadas; existen en países más serios que Argentina,
antecedentes exitosos de reglamentaciones gubernamentales des-
tinadas a desincentivar el consumo de bebidas alcohólicas.

Yendo más allá de algunos interesantes ejemplos históricos †, §, ** a
lo largo del siglo XX va rios trabajos epidemiológicos mostra r o n
asociación inversa entre el precio relativo† del alcohol, su consumo
por habitante y la mortalidad por cirrosis; lo que respalda las me-
didas impositivas que tienden a encarecer las bebidas alcohólicas
aplicadas por la mayoría de los países europeos1 6. En el Reino
Unido y Suecia las restricciones hora rias y la limitación de los pun-
tos de venta se asoció a un menor aumento del consumo de alco-
hol por habitante que las políticas más laxas (ej.Alemania, Holan-
d a ) ; m i e n t ras que en EE.UU., Canadá y Suecia se evidenció una
d i s m i nución de los problemas relacionados con el alcohol en ado-
lescentes cuando se elevó a 21 la edad autorizada para la com-
p ra y el consumo de bebidas alcohólicas.Este punto no es menor
ya que cuanto más precoz en la vida de una persona es el inicio
de la ingesta de bebidas alcohólicas o de otras sustancias, mayo r
es la probabilidad de consumo de otro tipo de drogas3, en el futuro.
Por otro lado, el consumo de alcohol se asocia a mayor fracaso es-
c o l a r, conductas violentas1 2, y/o de ri e s g o1 como las que predisponen
a los accidentes de tránsito.

En la actualidad, los gobiernos de los países latinoamericanos han
intentado limitar la disponibilidad de las bebidas alcohólicas a trav é s
de monopolios gubernamentales de la producción y las ventas de
b e b i d a s, impuestos, edades mínimas para la compra (en genera l

II. AUNQUE PATERNALISTAS, LAS REGULACIONES ESTATALES PUEDEN AYUDAR A REDUCIR EL
CONSUMO DE ALCOHOL 

* Definido como un episodio de consumo de más de 70g de alcohol.
† Es interesante el trabajo de Miguez y col., que mostró que 20% de los adolescentes considera que, si se está organizando una fiesta, es adecuado calcular un consumo de un litro de
cerveza por persona, el 20% lo estima en dos litros y el 20% en tres litros (globalmente, el 60% estima más de un litro por persona).
++ Durante el siglo VII, Mahoma prohibió a sus discípulos el consumo de sustancias que "pudieran dañar la pureza del alma".Los Árabes erradicaron durante siglos el consumo de bebidas
alcohólicas en las extensas regiones conquistadas.
§  En la América precolombina se castigaba el uso de bebidas alcohólicas fuera de las fiestas religiosas.
** La Chicha y el Pulque, bebidas autóctonas de Latinoamérica causaban estragos en la población indígena, lo que condujo a mediados del siglo XVII a que las autoridades virreinales
Limeñas prohibieran la fabricación, distribución y venta de la Chicha, castigando con penas de multas y azotes a los transgresores de estas reglamentaciones.
†† Costo promedio de un litro de etanol puro a partir de la bebida alcohólica más barata del mercado ajustado por la renta media de la población.
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18 años con excepción de Chile que exige 21) exigencia de licen-
cias para los locales de ex p e n d i o, racionamiento y restricción de
los hora rios de venta (ej. C h i l e, Colombia y Venezuela) regulación de
la publicidad de bebidas alcohólicas (ej.El Salvador y Pa ra g u ay) etc.

CONCLUSIONES 

Por estos antecedentes históricos que hablan de la efectividad que
ha mostrado este tipo de regulación gubernamental cuando se la
aplica en países con historia de cumplimiento de la ley, teniendo
en cuenta que el hora rio comprendido entre las 23.00 y las 8.00hs
es el de mayor consumo de bebidas alcohólicas (más del 90% de

# Datos no publicados de una encuesta llevada a cabo por alumnos de la Escuela de Medicina del Hospital Italiano en ve c i n d a rios de clase media de la Ciudad de Buenos Aires).
** Una encuesta realizada en una mu e s t ra de 304 personas mayores de 18 años reveló que el 75% apoya la medida y que el 58% supone, como sugiere la evidencia acumulada a
lo largo del siglo XX en los países desarrollados16 que será efe c t i va en disminuir el consumo en la calle.
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El artículo publicado en la sección Actualización “Manejo de la bronquiolitis en niños” corresponde a la D r a . Graciela Demird j i a n , Hospital de Pe d i a t r í a
P r o f. D r.Juan P. G a r ra h a n .

los menores refiere beber en ese hora rio) y siendo los quioscos
uno de los dos principales lugares de provisión de las mismas# ( c a s i
el 80% refiere hacerlo en este tipo de local) consideramos atina-
da la decisión de las autoridades de la Ciudad de Buenos Aires * *.
Sin embargo, considerando que durante el mes previo a la vigen-
cia de esta resolución del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires
el 80% de los menores refería comprar en quioscos y en discote-
cas (siempre estuvo prohibida la venta a menores en todo tipo de
boca de expendio) suponemos que, de no mediar mejoras en el
cumplimiento de las reglamentaciones estatales que restringen la
disponibilidad de alcohol, es muy probable que las buenas inten-
ciones que motivaron el reciente decreto estén destinadas al fra-
c a s o.


